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SECCION DOCTRINAL.
¿De qué sirve el art. 18t de la ley de
Enjuiciamiento civil?
Esta pregunta ocurrió no solo al
que suscribe sino tambíená muchos
de sus compañeros, en vista del caso
siguiente, que tuvo lugar en el juz­
gado de Torren te á mediados de este
mes.
'A consecuencia del fallecimiento de
Mariana Blanch, viuda, oomparecie­
ron sus nietos ante el juzgado y pre­
sentando los' documentos necesarios
solicitaron se les nombrara curador,
como asimismo á un tio que está de­
mente. Acordado así, este curador pi­
dió despues Se formara testamen taria
necesaria en virtud de lo dispuesto en
el número segundo del art. 407 de
aquella ley, y que 'prévia informacion
de testigos, se declarase pobres á sus
representados: á todo se accedi6 y
cumplida la ley se les declar6 pobres
sï"n perjulcio de los intereses de los curiales.
Formados los inventarios judiciaI­
mente, hecho el avalúo y nombrado
contador, noto este la falta de docu­
mentes necesarios para que á su tiem­
po no hubiera dificultad en registrar­
se la division; por ello se presento un
escrito en papel de pobres y acompañan­
do el recibo del ultimo trimestre de
contribucion, se solicitó que justificada
que fuera la posesion en que se halla­
ban los herederos de Mariana Blanch,
desde el fallecimiento de esta, respec­
to los bienes raices que se acotaban
(los inventariados judicialmente) y
puesto que no había títulos de dorní­
nio escrito, ni era fácil hallarlos, se
aprobara y mandara estender en el
registro la inscripcion solicitada.
El juez de Torrente neg6 la solici­
tud. y entre los varios fundamentos se
lee: «Mediante (no hay ningún resul­
tando) á que el escrito está estendido
en papel del sello de pobres. Consideran­
do que por Real 6rden de 7 de Mar­
zo último se previene que se estien­
dan en papel del sello judicial de dos
reales los espedientes de posesión que
se incoen en los tribunales, y las dili­
gencias, testimonies y actos que pro­
duzcan en virtud de la citada disposi-
.cion de la ley hipotecaria y demás á
que aquella se refiere, cuyo precepto
como general comprende tan to á los
que en su caso deberian litigar como
ricos, cuanto á los que se hallan en clase
de pobre en sentido legal, no ha lugsr..
etcétera.»
A los interesados urge se practique
la division de sus insignificantes bie-
/
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nes, que sea dicho de paso no percibi­
rá cada mener arriba de mil reales,
y prefíerën gastar el producto de su
mísero j omal á
.
esperar que se decida
una apelacion en la que se habrá de
invertir paciencia, gestiones, algun
maravedí y sobre todo, tiempo: ade­
más la decision de un juez es siempre
respetable, pues procede de un tribu­
nal, y esto basta. En cambio séame lí­
cito ponerlo en conocimiento de los
letrados por si se les ocurre algun caso
semejante amplíen las observaciones
que me permito hacer examinando
los fundamentos de aquella negativa
judicial.
El juez no pudo menos de admitir
la solicitud de pobreza y ia informa­
cion ofrecida, mas le pareció arregla­
do á la ley declarar que se les asistiera
como á pobres, pero sin perjuicio de los
derechos de los curiales. Es decir, que si
los pobres han de pagar á los curiales
tan solo les queda el beneflcio de usar
el papel de pobres. ¿De qué sirve,
pues. el art. 181 de la ley de- Enjui­
ciamiento civil'? N6tese que todo esto
ocurre en un espedien te de testamen­
taría necesaria al que en mi concepto
le es aplicable la doctrina espuesta por
D. FraLl'cÏsco Galan y Sancho en este
periódico y núm. 3�. cor-respondiente
al I:" de Diciembre último.
Sin la práctica de las diligencias de
posesion referidas no puede terminarse
el espediente de testamentaria necesa­
ria, pues pertenecen al úl timo período
y el letrado no puede cumplir su come­
tido sin los documentos indispensa­
bles: por lo tanto, formando parte del
espediente á él se debe acudir y com­
parecer, puesto que allí 'consta la de-
claracion de pobreza y cuantos ante­
cedentes debia tener el juez á la vista.
Al parecer creyó este que podia y de­
bia prescindir de la declaracion de po­
breza, porq.ue todo el espedíente había
de llevarse al registrador para que to­
mando lo que le incumbía procediera
á la inscripcion de la posesion, y por­
que en concepto del juez la Real ór­
den de 7 de Marzo último comprende
tanto á los ricos como á los declarados po­
bres.
Esta interpretacion no debe admi­
tirse en manera. alguna á no ser que
se prescinda de la ley y se desconozca
lo que di6 motivo á esa Real orden; y
me atrevo á afirmar que ningun re­
gistrador, atendida la noble clase á
que pertenecen y al desinterés de que
están dando tantas pruebas, se hubiera
negado á hacer la inscripcion sin exi­
gir derechos en cuanto hubiera visto
la declaracion de pobreza. No había
una decision terrninante respecto á
qué clase de papel habian de usar los
ricos cuando solicitaran esta clase de
posesiones. si bien por la mayoría se
creyó, y en mi concepto acertadamen­
te" que como acto de jurisdiccion vo­
luntaria se habian de estender en pa­
pel de 6 l's. Se consultó la duda. y la
contestacion fue «que en la clase de
papel correspondiente.» Para los con­
sultantes subsistia aun la duda, pues­
to que algunos creian que se había
de tener en cuenta el valor de todas
Jas fincas. y la duda se ha resuel to por
la Real orden de 7 de Marzo citado
mandando se use papel judicial de 2
reales.
En mi concepto esto se refiere á los
ricos: en corroboraciou de que los po-
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bres declarados tales tienen entre sus
privilegios el de usar el papel de su
clase, en todos sus negocios viene lo
que el Excmo. Sr. Ministro de Gracia
y Justicia contestó en el Congreso de
diputados á escitacion del Sr. Olózaga
en la. sesion de 11 de Enero de 1861,
manifestando que esta cuestion podia
decirse se hallaba resuelta por el artí­
culo 182 de la ley de Enjuiciamiento
civil. Era la interpretacion auténtica.
Tambien está corroborada por los co­
mentaristas de la ley hipotecaria seño­
res Pantoja y Lloret, tomo II, página
266.
La opinion del juez de Torrente es
diametralmente opuesta. La mia tiene
solamente en su favor' lo que valgan
las razones que dejo apuntadas segun
lo permiten las dimensiones �e un ar­
tículo de peri6dico: la otra cuenta con
el fallo de ese juez y esto aumenta la
dificultad; porque, si como debe. pre­
sumirse, el acierto está en lo resuelto
por un tribunal, siempre podré pre­
guntar: ¿de qué sirve el art. 181 de lo
ley de Enjuiciamiento civil, si los po­
bres no pueden usar en todos sus ne­
gocios el papel de su clase y se les de­
clara pobres sin perjuicio de los inte­






«Dos acontecimientos importantísimos abren
una nueva época en nuestra historia legal: el
Cristianismo y Ia invasion del imperio romano
por las naciones septentrionales .... La civiliza­
cion antigua parcial, pasiva, de castas, de se­
mi-dioses, hombres y esclavos, desaparecia
para abrir paso á la nueva, á la obra de la
generalidad, de la igualdad humana, de la ac­
tividad y de la inioíatlva.» Asi juzgan los se­
ñores Marichalar y Manrique la aparicion y el
influjo que el Cristianismo estaba destinado á
egercer en el derecho; y esta es la considera­
cion que les mueve á estudiar, corno lo hacen
concíenzudamante , la lenta infiltracion de la
fe cristiana en la sociedad romano-ibérica (1).
En cuanto á la invasion de los bárbaros, des­
criben á la ligera la de los vándalos, suevos,
alanos, ca tos y silingos, y apun tan al pasar la
idea de que acaso vinieron á España los pri;
.meros en virtud de un pacto con los romanos.
Pero los tiempos se apresuran: por cima de
estas oleadas se descubre ya otra mas encum­
brada y poderosa: la de lo; godos, y cómo la
Providencia les destina á enseñorearse d� la
Peninsula; la Historia, y con ella el libro que
,
examinamos, hacen alto un momento para
preguntar á la nueva raza por su origen y su
grado de cultura, y mas que todo por el de­
recho con que arribaban á España.
Grave dificultad ha sido para los historiado­
res determínar el orígen del pueblo godo.
Autoridades respetables, entre ellas el señor
Pacheco (2), les han considerado como getas
y scitas, como bárbaros del Oriente, idea que
con calor defienden los Sres. Marichalar y
Manrique, apoyados en una larga lista de his­
toriadorès (3), y en el estudio comparativo de
las costumbres góticas y germánicas (4). Tanta
confianza les inspira su dictámen, que acusan
á los que profesan el contrario como partidarios
de doctrinas estrangeras, por desden hácia las
nacionales, y condenan su opinion por ficticia
y frívola (5). En verdad no puede negarse que
(1) Segunda época, capítulo Le
(2) P1'61o§o al F. Juzgo.(3) púg. 1!..82.
(4) Introd., pág. 24.
(o) Idem, pág. 28.
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muchos escritores estrangeros afirman el origen
.germánlco de los godos; pero esta idea es
igualmente profesada por escritores españoles,
y,con tan rica vena de erudicion, con tan pro­
fundo criterio, que parece un poco aventurado
oalíâcar su opinion de frívola y ficticia. Por 10
que á nosotros toca, .confesamos que las ra­
zones con que el Sr. Cárdenas la ha apoya­
do (i), nos tenían convencidos de tal manera,
que no nos han hecho cambiar ?e dictámen
las que nuevamente se alegan en contrario.
Las tradiciones clásicas griegas y romanas, .
no son á nuestro entender de gran peso cuando
se trata de investigar el origen de pueblos que
romanos y griegos despreciaron como bárba­
ros, hasta que hubieron de sufridos como
señores, J que procedían de paises estraños al
arbis romanus, al mundo conocido de los an­
tiguos. Mayor crédito merece la tradicion
conservada por Jornandez; y no se pregunte
qué milagro reveló á este historiador un hecho
,
no solo desconocido á la antiguedad , sino
opuesto á todo lo que habían dicho los escri­
tores griegos y los mas eminentes del siglo de
Augusto (2), porque Jornandez, compendia­
dor de Casiodoro y de Ablavio, cronistas na­
cionales de los godos, versados en las cosas dé
su patria mas que los griegos y romanos, al
cabo estrangeros para ellos, es tambien el eco
de las tradiciones populares, conservadas en
cantos y leyendas, como es costumbre de todos
los pueblos primitives. Podrá decirse que esta
última fuente es poco exacta en la narracion
de los detalles, y en ello convenimos sin difi­
cultad; pero es la mas pura para determinar el
carácter y orígenes de un pueblo, porque es
la mas profundamente impregnada del espíritu
nacional, sin mezcla de los errores con que
suelen alterarlas las preocupaciones científicas
de los historiadores. Si estas fuentes no me­
recieran crédi to, seria preciso borrar del todo



























cuyos detalles ha podido destrozar la critica
moderna, mas respetando siempre el espíritu
y tendencia que revelan.
Los datos de- la Geografía, y otros tomados
de la comparacíon de las razas y de la Etno­
grafía, demuestran que los godos eran uu
pueblo germánico no seita, porque dejaron sal­
picado de nombres góticos el mapa de la
Germanía, porque les separaban de los scítas
cuanto les acercaban á los germanos, su es­
tructura corpórea y las formas partículares del
idioma, representacion patente del alma de los
pueblos, como es la palabra ·el cuerpo impal­
pable del pensamiento.
Queda en pié el argumentó derivado de la
diferencia de costumbres entre los visigodos y
los bárbaros del Occidente; pero aun cuando
sobre ello debemos esperar la última palabra
que los defensores del scitismo nos ofrecen,
podemos desde ahora contestarles, que á pesar
de cualquiera variedad de pormenores entre
las costumbres góticas y germánicas, siempre
queda entre ellas un fondo comun de unidad y
semejanza, y que aquellas diferencias nada
prueban si no son anteriores ó coetáneas á la
invasion, si proceden del tiempo en que asen­
tados los bárbaros. en diverso terri torio, hubie­
ron de acomodar sus instituciones á la diversa
situacion en que se encontraron. Este argu­
mento se vuelve con mayor fuerza en contra
de sus autores, puesto que entre las costum­
bres góticas y scítícas media, segun los escri­
tores d.3 aquellos tiempos, el espacio que se­
para á los pueblos nómadas de los bárbaros,
á los que viven cercanos á su origen en el
estado de la naturaleza, de los que ya han
penetrado en el vestibulo de la civilizacion.
y en este punto si que nos complacemos en
hallarnos del todo acordes con los autores de
nuestra historia legislativa: no eran los godos
que vinieron á España el pueblo rudo y salvaje
que pintan algunos historiadores, sino la nacíon
jóven, atrasada todavía en la senda de la eívl­
lizacion; pero flexible por carácter, culta por
laoeíon de su propio trabajo, y ya medio
.
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educada por el largo contacto con los romanos
de quienes aprendió, sin contagiarse con la
inmoralidad que les gangrenaba.
Mas otra vez volvemos á encontrarnos en
desacuerdo en lo que consideran como dere­
cho de los wisigodos á las provincias ibero­
romanas. El pacto del emperador Honorio con
estos bárbaros , cediéndoles en propz'edad las
Galias y las Españas, que de hecho no le per­
tenecian, constituye en sentir de los Sres. Ma­
richalar y Manrique el título legitimo, legal,
indestructible, del derecho con que ocuparon la
Peninsula. Esta doctrina proviene en concepto
nuestro de aquella que asimilando el órden
civil y� polítíco , tiene á los pueblos por patrí­
moñio de sus gobernantes, y requiere para su
adquisícíon los mismos titules y modos de ad­
quirir que justíflcan la propiedad privada.
Para nosotros no son ni pueden ser los pueblos
patrímonlo de nadie: la soberanía política, y
empleamos esta frase por no hallar otra mas
adecuada, DO porque la creamos exacta, no es
susceptible Je propiedad privada, no puede
cederse, ni permutarse, que no son los pueblos
.rebaños , ni cortijos que se enajenen con ape­
ros y ganados; y si alguna vez consigna la
historia tan menstruosas cesiones, es para pro­
testar contra ellas, denunciando sus autores
ante el tribunal inapelable de la posteridad
como reos de lesa dignidad humana.
Los wisigodos vinieron á España ¿ por qué?
Porque su instinto nómada movido, como todo
lo es en el mundo , por cierta fuerza províden­
cial, les había hecho descender desde los
bosques helados de la Scandinavia á las verdes
orillas del Danubio, y alii les mantenía apre­
tados contra las fronteras del imperio, como
las aguas contenidas por un dique, para des­
bordarse sobre sus comarcas tan pronto como
aflojara la vigorosa fuerza que les repelia. Sal­
taron la valla, recorrieron la Europa, asolaron
la Italia, pactaron con Honorio la conquista
de España, porque el emperador ganaba en
despedir sus importunos huéspedes á costa de
provincias ya perdidas, y porque nada arries-
gaban los bárbaros en trocar las Galia:s ó Ia
España por Italia; pero estas emigraciones,
estas conquistas, estos pactos, no pueden ser
legitimados por el derecho: en buen hora. que
los esplique la historia por la acción de la
Provídenoia , que impone espiaciones á las fal­
tas de los pueblos, como á las de los hombres,
que hace brotar el bien del mal, como brota de
la árida roca la fuente cristalina; pero la razon
jurídica, que solo los pesa en la balanza de la
justicia, no puede legitimarlos ni disculparlos.
Resueltas estas cuestiones preliminares, mar­
cha con desembarazo la historia legislativa,
y empieza por esplicar el estado social de los
pueblo's godo é ibero-romano (1): estudia las
leyes que á estos gobernaban al tiempo de la
invasion: prueba con nuevos y copiosos datos
la publicacion del Código Theodosiano en Occi­
dente, idea por todos recibida, mas no demos­
trada; y valiéndose de las noticias contenidas
en sus leyes, encarna en el análisis de la socie­
dad romano-ibérica para distinguir los elemen­
tos que iban á fundirse en la España gótica,
los senadores con sus privilegios, los decuriones
con su servidumbre, los possesores, los artesa­
nos en sus gremios y los militares casati ó
pagenses que hacian ya presen tir los feudos de
la edad media. Sigue despues las huellas de los
invasores, y apuntada la cronología de sus re­
yes, llega á los tiempos de Eurico, primer le­
gislador de los godos (2).
En esta parte era de esperar que los señores
Marichalar y Manrique, aprovechando los frag­
mentos de la ley antigua de los wisigodos, que'
procedentes del ya célebre palmípsesto de Cor­
bia, ha publicado Blume en Alemania, escla ...
reciesen la cuestíon , hoy debatida entre los
eruditos, acerca del verdadero autor de este
código, y recogieran los antecedentes que de
ella resultan para estudiar la historia del Fue ...
ro-Juzgn; mas no han dicho una palabra acer ...
ca de tan interesante descubrimiento. y no
acertamos á comprend�r el motivo, pOI' que si
(1) !. a Epoca, cap. III.
(2) 1.a Epocal cap. IV,
examinar los concilios.de Toledo, empeño del
cual salen con su acostumbrada erudícion, es­
poniendo la historia de todos los que hasta en­
tonces se habian celebrado en España. Prosi­
guen después la série de aquellas asambleas
alternada con la série de los reyes, detiénense
ante la imponente figura de San Isidoro, que
domina por un momento la España goda, y
rindiendo la alabanza merecida á la influencia
que él y el concilio 4.° de Toledo ejercieron en
la legislacion y en la política , pasan de I argo
ante los reyes y concilios siguíeutes, hasta que




o concilios toledanos (1).
Las numerosas disposiciones de estos reyes
cambian la faz del derecho visigodo, y, aboli­
das las leyes romanas, un solo código, el Fue­
ro-Juzgo, es la ley universal de las dos razas;
las familias godas y romanas estrechan los
vinculos de su union con el matrimonlo ; los
elementos de la sociedad nueva estaban agru­
pados, ¿qué faltaba? La accion del tiempo, de
algunos prósperos y enérgicos reinados que
completara la fusion. El llamamiento de
Wamba al trono dió motivo á estas esperan­
zas (2) ; pero la monarquía cae despues en las
débiles manos de Ervigio, y Egica y Witiza no
son mas á propósito para realzar el poder del
pueblo ibero-gótico; solo sirven para aumentar
los cánones de los concilios y las leyes del Fue­
ro-J,uzgo. Las discordias entre las familias que
aspiraban al sólio aumentan la coníusíon , y
Rodrigo empuña el cetro para rendirle con la
vida en la jornada del Guadalete.
Despues de haber considerado así á los le­
gisladores godos en su série cronológica , se
detienen por breves instantes nuestros autores
para estudiar en su conjunto el código que
aquellos produjeron (3); y al observar en
él la accion benéfica del clero, cierran su libro
con un elocuente tribu to de admíracíon al ci­
vílizador influjo que el Cristianismo ejerció en
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bien se conoce su aversion á los escritos estran­
[eros en general, puesto que muchos se hayan
ocupado ge nuestra historia con involuntario
error ó intencion maliciosa, muchos hay entre
ellos que han prestado verdaderos servicios á
las letras españolas; y si hay razón, como dice
Mariana, para que ta Historia no pase par­
tùl«, sino la muestran quitanza, no podemos
creer que hayan rechazado Ia publicacion de
Blume solo porque no ha salido de las im­
prentas españolas.
A Eurico sigue en el órden cronológico
Alarice, á quien algunos han querido atribuir
la gloria de ser el legislador de los dos pueblos
de España, y á quien nuestra historia legisla­
tiva solo atribuye la de haberlo sido de los ibe­
ro-romanos. En el exámen de la legislacion
alariciana, verdadero mosaico del derecho de
Roma, recortado para el uso de la sociedad
menos culta, pero mas vigorosa que á la sazon
nacia , brilla el profundo ingenio analítico de
los autores cuya obra esponemos. Para ellos
la interpretacion con que acompañó Alarica los
textos romanos, no es solamente, como algunos
han creído, la traducción del lenguaje conciso
y formulario en que estaban escritos al latin
corriente de aquellos tiempos, ni tampoco un aco- .
modamiento á las nuevas costumbres, sino una
reforma radical en el órden civil y político para
interesar á los pueblos en el gobierno godo,
para ensanchar los derechos de las masas so­
ciales oprimidas bajo el régimen romano por la
accion de las clases privilegiadas.
Asi �eparadas las razas en sus leyes, en sus
costumbres y en sus altares, vivieron hasta
que Leovigildo, reformador de las leyes de Eu­
rico, proyectó una transaccion entre el arria­
nísmo y el catolicismo, como si pudiera haber­
la entre el error y la verdad. La muerte de
San Hermenegildo apresuró el triunfo de la fe
católica, y con vertido á ella Recaredo, estrechó
los lazos de vencedores y vencidos, creando en
los concilios un intermedio entre los poderes
sociales y politicos. El curso de los tiempos




















(1) 2.a época, cap. V y VI.
(2) 2. a época, cap. VII.
(3) 2.a época, cap. VIII.
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el derecho y en la sociedad de los tiempos
medíos.
Tal es, á grandes rasgos considerado, el
libro que la Jurisprudencia española debe á los
señores Marichalar y Manrique: si de los por­
menores pasamos al conjunto, ¿cuál es el con­
cepto que en general merece? Basta para
conocerlo recordar las ideas que en, su esposi­
cían hemos emitido: La Historia legislativa de
España es en nuestro concepto el libro mas
notable que sobre los orígenes de nuestro de­
recho civil se ha escrito en los últimos cuarenta
años, el mas rico venero que poseemos de erudi­
cion histérico-jurídica. Y el trabajo de sus
autores es tanto mas digno y estimable, cuanto
mas laborioso y difícille ha hecho el estado de
nuestros archivos y bibliotecas, en las cuales
no se ha podido encontrar hasta ahora el au­
sílio necesario para esta clase de obras, por mas
que hoy vayan dando muestras de una acti­
vidad tan celosa corno entendida.
Hay, sobre todo, en el libro que hemos exa­
minado un mérito que no debernos pasar des­
apercibido: en él traspira por toda� partes el
sentimiento de la realidad de las cosas, el co­
nocimiento de las instituciones en si mismas:
la rica erudícion de los autores es su propia
obra, no la han adquirido de segunda mano;
han consultado por sí mismos los oráculos de
la historia;' y al interrogarles en sus páginas,
hay la seguridad de que sus conceptos no han
sido por infiel escritura adulterados. Justicia y
no mas que justicia hacemos al mérito, seña­
lando el escalon que este libro ha ascendido en
el progreso de nuestros estudios legales. En
buen hora quo no nos parezcan aceptables to­
das sus conclusiones: al refutarlas en algunos
puntos oontrovertihles, no ha sido nuestro
ánimo rebajarle, y nuestras reflexiones, mas
que combatir sus doctrlnas, tienen por objeto
salvar las nuestras. De todos modos, cree­
mos firmemente que la discusion acrisola la
verdad, y si nuestra crítica sirviera para es­
clarecerla, confirmando las ideas que hemos
combatido) nos complaceríamos en rectificar
nuestro juicio en pun to á los ligeros defectos
que hemos notado, y que no pueden alterar la
grandiosa armonía de la obra, ni siquiera da­
ñar la riqueza de eruditos pormenores de que
se encuentra adornada.
E duardo Perez Pujol.
.
Creemos de la mayor oportunidad
publicar el siguien te trabajo debido al
ilustrado juriseonsulto Dr. D. Vicente
Tormo, con el que nos favorece.
OBSERVACIOl\JES
sobre el proyecto de ley presentado al
Congreso creando una Sala de ·prévio
exámen para calificar los recursos de
casacion admitidos por los Tribunales
superiores.
La reforma proyectada en el importante
ramo de los recursos de casacion nos ha su­
geridu la idea de hacer público nuestro humil �
de y desautorizado juicio sobre la materia.
Para tratar con el órden y la claridad posible
el asunto, tenemós por conveninte formular y
contestar las siguientes preguntas. 1. a ¿La le­
gislacion actual se estiende á todos los puntos
de interés, que debia abrazar? 2. a ¿Scm acerta­
das todas las disposiciones que contiene? 5, a ¿Es
conveniente la reforma que se proyecta?
1. a Me propongo demostrar que á la previ-
sion de los autores de la ley de Enjuiciamiento
civil se escaparon algunos puntos importan­
tes., que, á haberlos tenido presentes , no
hubieran dejado de darles un sitio en ese tra­
tado. No olvidando el legislador la natura­
leza de este recurso esencialmente estraordi­
nurío , y reservado tan solo fuera del caso de
infraccion de los trámites sustanciales, para
cuando los fallos de vista son evidentemente in­
justos, declaró en su articulo mil doce que el
recurso de casacíon puede fundarse en que la
















saria su justificacion. Hoy podemos mirarlo
como cuestion resuelta por el mlsme Tribunal
Supremo, en su fallo publicado en nueve de
Enero de mil ochocientos sesenta en el pleito
seguido entre D. Joaquin Bezares y su esposa
doña Rosa Maupoey sobre administracion de
bienes parafernales, en uno de cuyos consíde­
randos se leen las slguíentes palabras: «Consi­
derando que no se ha acreditado la doctrina
legal, que se dice infringida.
Es, segun esto, indudable que la doctri­
na debe jus tiflcarse; y como tal justificacion
se hace imposible despues de interpuesto, y
aun al interponer el recurso, y mas imposible
todavia, si se cita al devolver el recurrente los
autos ante el Tribunal Supremo, usando de la
facultad que le concede el articulo mil cuaren­
ta y nueve de lu ley, claro es que la doctrina
habrá de alegarse ya preventiva y previsora­
mente durante la díscuslon en primera ó en
segunda instancia, y aducir entonces las justi­
ficaciones oportunas.
¿Y cómo se acredita tan ímportante estremo?
¿Son sentencias de tribunales esclusivamente,
ó doctrinas de autores mas ó menos acredita­
dos, lo que constituyen tamblan esa doctrina,
cuya infraccion da entrada al recurso? Hé
aquí bien demostrada la necesidad de que la
ley no hubiese guardado tan profundo sile�cio
sobre todos estos puntos; y porque puede con­
siderarse en esta parte manca nuestra actual
legislacion. En igual inconvenien te se incurrió
al publicar el decreto sobre los recursos de nu­
lidad de cuatro de Noviembre de mil ochocien­
tos treinta y ocho, en el cual, solo asi como in­
cidentalmente se dejó correr en su articulo
séptimo la frase «doctrina legal»' sin determi­
narla, y sin establecer base alguna para cono­
cerla.
Indispensable fue la declaracion contenida en
el articulo mil eíncuenta y nueve de la ley,
sino habia de olvidarse la verdadera misíon de
este recurso. Desde este momento, en que por
el Supremo Tribunal de Justicia se califica de
fundado un recurso de casacion por ser la sen-
"
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mitida por la jurisprudencia de los Tribunales.
Grande es la importancia que ellegislador atri­
buye á la doctrina admitida por la jurispruden­
cia, cuando para este eîeoto la eleva á la misma
categoría que Ia ley; pero, como á pesar de esta
igualdad, es lo cierto que existe entre ambas
cosas una diferencia cardinal, puesto que la
leyes precisa. y concreta, y la doctrina admití­
da por lajurisprudencia vaga é índetermínada,
no hubiera estado muy fuera de Ingar que la
ley, ó hubiese declarado lo que debíamos en­
tender por esa doctrina cuando no consista en
fallos del supremo Tribunal, ó hubiese cuando
,menos fijado algunas bases ó reglas para de­
terminar lo que es, ó cuando debemos acep­
tarla como tal. En la Iegislacion romana, don­
de tambien se sintió la necesidad de aceptar la
jurisprudencia como regla de justicia para los
Tribunales, se la vino propiamen te á determi­
nar con admirable precision, declarando el nú­
mero y nombres de los jurisconsultos á quienes
se concederia esclusivamente autoridad en el
Foro; y que en el caso de ser encontradas las
opiniones, aquella doctrina debería ser recibida
que fuese proclamada por su mayor número
de estos, prevaleciendo en caso de empate la
opinion de aquellos entre quienes se encontrara
Papiniano.
También hubiera sido del caso declarar
-si era indispensable que resultara en autos
acreditada la doctrina, ó si bastaba alegada. A
primera vista parece que no deba haber ne- I
cesídad de justificar la doctrina, como no la hay
de justificar la ley cuando se trata de aplicar
la legislacion española, ya que merece igual
consíderacíon al legislador; pero como la doc­
trina no está escrita del mismo modo que las
leyes, y solo la que vemos consignada en las
decisiones del Supremo Tribunal de justicia ,es
la que podemos ya considerar concretada, por­
que viene á sernas conocida de un modo tan
oficial como las leyes mismas, pero no la de
los demás Tribunales, aceptada tambien por
la ley: parece natural que no basta la simple
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tenda de vista contraria á la ley, es de absolu­
ta necesidad la casacíon de la sentencia que lo
motivó. Pero, siendo fácil que un mismo fallo
contenga dos, tres, ó mas declaraciones sobre
puntos distintos, como lo previene el articulo
sesenta y dos de la ley, y estando el iníl cín­
cuenta y nueve concebido en términos tan ab­
solutos, ¿qué sucederá cuando el recurso se
haya in terpuesto por reputar contraria á la ley
la sentencia, no en su totalidad, sino tan solo
en la declaracion del punto tercero, por ejem­
plo, y no en la de los dos anteriores; se casará
y anulará todo el fallo, y adquirirá por oonsl­
guiente el Tribunal Supremo la libertad , el
derecho y aun el deber de fallar los tres pun­
tos, ó habrá de concretarse á decidir sobre el
que motivó el recurso? Sí lo primero, como
todo el fallo se casa ó anula, es muy posible
que el Tribunal Supremo falle de distinto mo­
do que el tribunal superior 10$ otros pun tos,
consentidos por ambas partes; lo cual sin
aprovechar para Ia jurisprudencia, porque no
se publica en atenoion á que se consigna solo
en el segundo fallo del Supremo Tribunal,
puede producir graves perjuioios al mismo re­
currente, á quien satisfacia el fallo sobre los,
puntos que no incluyó en su recurso: si lo se­
gundo no se casa todo el fallo, sino parte de él
contra lo prevenido en el articulo mil cincuenta
y nueve, en el que sin hacer distlncíon ni acla­
racion alguna, se dispone que se anule, etç,
Acaso se diga que esta duda es infundada;
porque ya se deja comprender que, si en un
fallo de vista se hacen tres ó cuatro declaracío­
nes Sobre puntos distintos, y el recurso se in­
terpone directa y taxativamente sobre una de
ellas, solo esta parte del fallo es la que qu eda­
rá casada ó anulada, si se da lugar al recurso.
Asi parece na tural y razonable entender e I es­
píritu de la ley; pero, como por una parte su
letra no está muy conforme con esta inteli­
gencia, y el legislador no debe dejar lug ar ni
aun á dudas menos fundadas que esta, cuando
tan poco le cuesta evitarlas; me inclino á creer
que no se tuvo esto presente al redactar la ley.
Tampoco veo en esta previsto el caso en que
ambos litigantes interpongan el recurso por in­
fraccion de ley, porque cada uno de ellos en­
tienda que se ha infringido en perjuicio suyo.
Este caso es muy posible cuando en un mismo
fallo se hacen, como antes dije, dos ó mas de­
claraciones sobre otros tantos puntos distintos;
y mas posible, si cabe todavía, cuando hay re­
convencion ó mútua peticion, pues entonces,
ya se dé cabida en el fallo á esta y á la deman­
da, ya se desestimen ambas, ya se acceda á la
una y no á la otra, es muy fácil que los dos li­
tigantes queden descontentos del fallo, que le
crean contrario á la ley en la parte en que
respectivamente no les favorece, y que por esta
razon ambos interpongan el recurso. ¿Se en­
cuentra previsto este caso en la legíslacíon ac­
tual? Seguro es que no, pues, además de que
ningun articulo de la ley nos habla de él, los
hay que demuestran bien á las claras que no
ocurrió á la mente del legislador. Dispuesto se
halla por el articulo mil treinta y tres que,
acreditado el depósito, acordará la Sala que
por el correo inmediato se remitan los autos al
Tribunal Supremo. ¿Cabe que á los seis dias
de publicado y notariado el fallo de vista, no
solo haya interpuesto y conseguido que se le
admita el recurso, uno de los litigantes, sino
que tambien haya presentado en autos el talon
que acredite haber verificado el depósito? Es
indudable, pues entonces podrá muy bien ocur­
rir que el tribunal superior en cump1imiento
del artículo antes citado tenga que acordar la
remision de los antos, y llevarla á efecto al sép­
timo día de notificado el fallo de vista á los
procuradores de las partes. Esta remesa se
comprende que pueda y deba realizarse en cum-
plimiento dela ley mucho antes del séptimo dia
de los diez que se conceden para interponer el
recurso en los casos en que la ley dispensa del
depósito. Remitidos ya tos autos al Tribunal
supremo, ocúrrele al otro litigante interponer
su recurso: ¿qué hacer entonces, admítírselo
sin tenor á la vista los autos? No es posible; ni
aun al escrito mas insignificante suele ni debe
:�Ilij 1'(,JI! j,II
I I
de privar de este derecho, ha de enterársele de
algun modo; y entonces ha de escogítarse un
medio, que de seguro no estará dentro de la
ley, pues ninguno de sus articulas se ocupa de
casos como este. Si los dos recursos no han de
seguir á la par y bajo una misma cuerda ¿cuál
deberá tramitarse primero? ¿Hay en toda la
ley régla alguna á que atenerse? ¿Deberá darse
. [a preferencia al que antes se interpuso, al que
antes se admiLió, ó al del primero que compa­
reció ante el Tribunal �upremo? Tampoco la
encuentro para tramitar ambos recursos á la
vez, y no bajo una misma cuerda.
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proveerse sin consultar los autos, para conocer
la procedencia ó improcedencia de la solícitud;
mucho menos cabrá dictar providencía sobre
un recurso tan notable y trascendental, para
cuya admision se necesita que el litigante cum­
pla con ciertas condiciones, y que el tribunal
se cerciore de que se han llenado todos los re­
quisitos exigidos por la ley. Será segun esto
indispensable reclamar Ia devolucion de los
autos; sin que se presente fácil decidir sobre
quién deben recaer las costas ó gastos de
esta devolucion, que no es justo pague el
primero que interpuso el recurso, quien no
hizo mas que usar del derecho que la ley le
otorga, sujetándose en un todo á sus disposi­
ciones; ni tampoco el segundo reourrente, á
quien nadie puede obligar á que interponga su
recurso antes de los diez.dias. ¿Hay en la ley
articulo alguno destinado á evitar este conflic­
to? Seguro es que no. ¿Hubiera guardado el
legislador tan profundo silencio sobre este pun­
to, si lo hubiera tenido presente al formar la
.
I
ley? Claro es tambien que no.
Demos ya por vencidas estas dificultades in­
herentes á la admision del recurso y remesa de
los autos al Tribunal Supremo. No son de me­
nos importancia las que surgen ante este tribu­
nal, si ambas partes comparecen á usar de su
derecho dentro del término legal. ¿Se trami­
tarán á la par y bajo una misma cuerda, ó el
uno primero y el otro despues? En el primer
caso ¿á quén se comunicarán antes, al que
interpuso el primero de los dos recursos, ó al
primero que se persona ante el Supremo Tri­
bunal? Y sea el que quiera á quien se comuni­
quen en segundo lugar ¿qué deberá hacerse si
en uso del derecho que le atribuye el articulo
mil cuarenta y nueva de la ley cita como in­
fringidas otras leyes ú otras doctrinas admiti­
das por la jurisprudencía de los tribunales? Si
no se da noticia de esta novedad irriportante á
la parte contraria, se la priva de un derecho
precioso que la ley ha querido conceder á todo.
litigante, y se le causa una sorpresa, que esta














No paran aquí los conflictos; tengo por ma­
yores todavía las que surgirían, si una de las
partes interpone el recurso por ser el fallo c0I!­
tra ley ó doctrina admitida por la jurispruden­
cia, y la otra por infraccion de las formas sus­
tanciales del juicio; la una, v. g. por la parte
del fallo en que se ha declarado contra ley no
haber Iugar á su demanda, y la otra porque so­
bre la reconvenoion no se dió lugar á una di­
ligencia de prueba interesante y procedente.
¿Deberá en este caso Lramítarse antes el recur­
so en la forma que el otro en el fondo, aunque
este se haya interpuesto y admitido primero,
y aun cuando se haya personado tarnbíen antes
en el Tribunal Supremo ellitigante que lo inter­
puso, sólo por lo que dispone el artículo mil
diez y seis? Creo que no; porque esta disposi­
cion. bien claramente se comprende que se
refiere al caso en que un mismo litigante inter­
pone ambos recursos; entonces, como el triun­
fo obtenido en eJ recurso en la forma le propor­
ciona ipso jure la casacion de la sentencia de­
finitiva, natural era que la ley le diese la pre­
ferencia en la tramítacion. Pero, cuando no es
una misma parte la que interpone ambos re­
cursos, la cuestion cámbía completamente de
aspecto; ya que el interesado, en que se dé lu­
gar al recurso en la forma, no quiere' que se
case y anuJe la sentencia de vista, sino tan solo
en el punto aquel á que se refiere su indefen­
sion, y desea que subsista en todo lo demás;
en tales términos, que se opone á que se dé
,
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lugar al recurso utilizado por su adversario,
precisamente para que-se case y.anule la parte
del fallo que él ha consentido completamente.
No estamos, pues, dentro de la razon del ar­
ticulo 1,016. Los 'ínconveníentes , que de su
aplioaoíon al caso propuesto se seguirían , no
pueden ser mayores ni mas palpables. En pri­
mer lugar , habria de suspenderse la tramita­
cion del recurso en el fondo, mientras duraba
la del recurso en la forma. Si se daba Iugar á
este , ó ISe' esperaba á que se cumpliera el fallo
del Tribunal Supremo, ó no; si lo segundo,
nada habria adelantado el vencedor en este re­
Curso con haberse tramitado antes, si ahora
tenia que esperar á que se decidiera el recurso
en el fondo, para que volvieran los autos al
Tribunal Superior á fin de que se repusieran al
estado que, tenían cuando se cometió la nuli­
dad, y continuarán hasta sentencia deflnitiva;
si lo primero, tendría que esperar el litigante,
que interpuso el recurso en el fondo, no solo la
tramitacion ante el Supremo Tribunal del re­
curso èn la forma, sino á que los autos volvie­
ran á estar en dísposicíon de fallarse, y ¿è fa­
lláran de nuevo en el Tribunal Superior sobre
el punto, al cual se referia la indefension que
motivó aquel recurso. ¿ Y cabe que se sujete
á tanta dilacíon , á tanta espera, allitigante
que interpuso el recurso considerado por la ley
como demás importancia? No pudiéndose se­
guir estos dos recursos bajo una misma cuer­
da, no solo por su distinta indole, sino también
por ser distinta la Sala que conoce sobre cada
uno de ellos, parece lo mas natural, ó que se
tramite antes el recurso en el fondo, ó que se
saque testimonio ó certiûoacion de lo necesario
para tramitar en la Sala 2�
a el recurso en la
forma al mismo tiempo que en los autos origi­
nales se tramitaba el recurso en el fondo en
Sala La ¿ Mas puéde esto hacerse sin prescrí-
, birlo la ley? Claro es que no. Por eso se echan
de menos estas disposiciones en Ia de enjuicia­
miento civil. Hasta aqui las omisiones' prinoí­
pales que se advierten en la legislacion actual.
Cumple ahora á mi propósito examinar si. todas
s us disposiciones son acertadas.
,
2 . a No tengo por inmejorables las si­
guientes:
E 1 art. 1,027 dispensa de la obligacion de
hacer depósito siempre que la sentencia de vista
no sea conforme con la de primera instancia.
Compréndese 'bien que, siendo la tendencia de
la ley facilitar la ínterposlcíon del recurso, no
exija el depósito siempre que desde luego ten­
gamos alguna garantía de que no se interpone
sin .fund amento; y que, partiendo de este prin­
cipio, haya encontrado como suficiente motivo
para tomar esa medida la divergencia de opi­
niones , oficialmente emitidas por las diferentes
personas llamadas por la Jey para fallar. Pero
¿ no parecia, dentro de esta misma teoría, mu­
cho mas lógico dispensar tambien del depósito
en los casos en que la sentencia de vista fuese
confirmatoria de la de primera instancia por
mayoría, y no por unanimidad? En este caso
bastaría disponer que al publicar el fallo, se
espresase si era por unanimidad 6 por mayo­
ría, sin necesidad por ello de publicar los votos
reservados que pudiera haber. Si solo la opi­
nion del Juez de primera instancia basta para
que no haya necesidad de hacer depósito cuan­
do la sentencia de vista es revocatoria, aunque
-sea por unanimidad ¿con cuánta mas razon de­
bemos adoptar igual medida , cuando entre los
Magistrados mismos, que concurren á dictar la
sentencia de vista, hay uno ó dos, que pien­
san de un modo distinto que los restantes com­
pañeros que han formado la mayoría? Podrá
nunca tener mas valor ante la ley y ante la ra":
zan el juicio de un Juez de primera instancia,
relegado algunas veces á un rincon de la Pe­
nínsula, ó á un Juzgado, donde apenas haya
Jurísconsulto 'o letrado alguno con quien dis­
cutir , y á quien consultar las dudas que se le
ofrezcan en la inteligencia y aplicacion de las
leyes, que la de uno Ó drs Magistrados, á quie­
nes podemos considerar, no solo revestidos ya
de mayores conocimientos, sino tambien con
muchos mas medios de ilustrar su juicio por
Los térmminos judiciales nunca es conveniente
queden lndeterminados y desconocidos; ni su
duracion ha de depender de acontecimientos
eventuales y de hechos fáciles de anteponer ó
posponer. ¿No era preferible señalar un térmí-"
no, aunque fuera corto, pero contado desde
que espiró el concedidopara personarse ante el
.
Tribunal Supremo, sin que el litigante hubiera
de cuidarse de cuando pasan los autos al rela­
tor, y sin esponerse á las eventualidades de que
pasen mas pronto ó mas tarde?
Paréceme que no se han guardado todas las'
conveniencias al disponer en el art. 1,064 que
haya de darse siempre completa publicidad á la
primera sentencia que dicta la Sala I." del Su­
premo Tribunal dando 6 no lugar al recurso. -
Cuestiones hay en que ellitigante y aun la fa­
milia tienen interés en que no se dé inoportuna
publicidad en toda Ia peninsula al fallo ni aun al
litigio; no necesito entrar fln detalles sobre este
punto, 6 descender á presentar ejemplos. Si la
necesidad de conocer lajurisprudenoia del pri­
mer Tribunal de la nacion exige que ningun fallo
en que se declara haber ó no lugar al recurso
deje de ser conocido, no es imposible concilia;
la publicidad necesaria con la reserva del nom­
bre y vecindad de los litigantes; y no hubiera
estado de mas el velar en parte la publicidad
cuando ambos litigantes ó alguno de ellos lo
reclamase, y el Tribual Supremo lo considerase
oportuno.
Ya que tanto homenage quiso tríbutarse â Ia
publicidad, que de ella ningun caso se escep­
tuó, no encuentro suficientemente justificado la
reserva otorgada â todo segundo fallo, dictado
por la Sala t.
a sobre el fondo de Ia cuestión
.
'
SIempre que se ha dado lugar al recurso.
(Se concluirá.)
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las condiciones de Ia poblacion en donde viven.
Por eso tengo mas acertado que se dispense del
depósito, tanto en el caso de ser la sentencia de
vista confirmatoría 'por simple mayoría, como
en el de ser revocatoria.
Tambien creería muy conforme al espíritu
dominante en la ley de Enjuiciamiento civil que
en .ningun negocio haya necesidad de hacer el
depósito para interponer el recurso en la for­
ma, si ellitigante está dispensado de ese requi­
sito, interponiendo el recurso en el fondo; pues,
reputando la ley de mucha mas importancia el
segundo que el primero, como que exige en
aquel doble depósito que en este, no deja de
ser chocante que cuando la sentencia de vista
es revocatoria, quede libre ellitigante de hacer
depósito si interpone el recurso por lnfraccíon
de ley, y tenga obligacion de hacerle, si el re­
curso es por infraccíon de algun trámite sus­
tancial. Asi es de inferir de la disposicion del
articulo 1,028, que no distingue de casos, y
establece como regla absoluta la necesidad del
depósito siempre que se interpone el recurso
por Infracolon de las formas sustanciales.
Comprendo muy bien la gran razon de jus­
ticia, de equidad y de conveniencía que hay en
permitir al litigante vencedor' en la sentencia
de vista, que solicite y obtenga la egecucion de
este fallo mientras se tramita y decide el recurso
de casacion; pero lo que no alcanzo es la razon
por que no baya de concederse siempre esta fa­
cultad, y se haya de negar cuando la sentencia
es revocaloria. Mientras ningun perjuicio se
siga al vencido, ¿ por qué no ha de permitirse
sacar las ventajas del triunfo al vencedor? O
la fianza se reputa como un media bastante
eficaz para garantir al vencido en el caso de
que se dé lugar al recurso, 6 no; si lo segundo,
n� se admita ni aun en el caso de ser confir­
matoria l� sentencia de vista; si lo primero, no
se proscriba en el caso de ser revocatoria.
Tampoco creo acertada la disposíoion del ar­
ticulo t ,091, que obliga al litigante á promover
el incidente sobre la indebida admision del re­
curso antes de que pasen los autos al relator.
Por todo lo no firmado, el Secretario de la redac-
cion, Manuel Atard.
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